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HONORABLE CAMARA:








				La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar el proyecto de la referencia, originado en una moción del Diputado señor Sergio Elgueta Barrientos y copatrocinado por los Diputados señores Andrés Aylwin Azócar, Juan Antonio Coloma Correa, Aldo Cornejo González, Rubén Gajardo Chacón, Francisco Huenchumilla Jaramillo, Zarko Luksic Sandoval, Sergio Ojeda Uribe, José Antonio Viera Gallo Quesney y Martita Wörner Tapia.





				Asimismo, adhirió a esta moción el Diputado señor Guillermo Ceroni Fuentes.





				En atención a la sencillez y claridad de la iniciativa, la Comisión acordó prescindir del trámite de las audiencias públicas a que se refiere el artículo 211 del Reglamento de la Corporación.








ANTECEDENTES.





				


				1.- La legislación procesal chilena se encuentra estructurada sobre el principio de la doble instancia, es decir, el derecho que tiene todo litigante a que la sentencia que se hubiere dictado en su contra y que le fuere agraviante, pueda ser revisada por el tribunal superior. A este respecto, el Código Orgánico de Tribunales indica la jerarquía de los tribunales de justicia y los códigos de procedimiento y leyes especiales la procedencia y la tramitación de los correspondientes recursos.





			    El autor de la moción señala como fundamentos de su iniciativa, destinada a reforzar el principio de la doble instancia, dos tratados internacionales de los que Chile es parte.





				Así, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos dispone en su artículo 16 Nº 5, que “toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley”.





				El artículo 8, Nº 2, letra h) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece, también, el “derecho a recurrir del fallo ante juez o tribunal superior”.





				Este principio de revisión del fallo condenatorio, obliga al Estado chileno en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5º de la Constitución Política, el que dispone que:





				“El ejercicio de la soberanía	 reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.





				Además de lo anterior, el artículo 19 de la misma Constitución, en sus números 2 y 3, asegura la igualdad ante la ley, el derecho a la defensa jurídica y el sentenciamiento conforme al debido proceso, en el que debe observarse un procedimiento racional y justo.





				Cita, a continuación, el Nº 26 del artículo 19 que establece que los preceptos legales que, por mandato de la Constitución, regulen, complementen o limiten las garantías que ésta establece, no pueden afectar 	los derechos en su esencia ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su ejercicio libre.


				


				2.- La ley Nº 18.287 que establece el procedimiento ante los juzgados de policía local, dispone en el inciso primero de su artículo 33 que “cuando se trate de sentencias condenatorias que impongan multas, la parte condenada que desee apelar de la sentencia deberá depositar, previamente, el valor de la multa en la Tesorería Municipal respectiva. Sin este requisito el recurso será denegado por el juez que pronunció el fallo.”.





				A juicio del autor, esta norma torna ilusoria la posibilidad del recurso de apelación ante el tribunal superior, toda vez que distintas leyes especiales que reglan materias de la competencia de los juzgados de policía local, establecen multas muy elevadas que resultan imposibles de consignar en forma previa.





				Termina recordando que recientes modificaciones a los Códigos de Procedimiento Civil y Penal, suprimieron las consignaciones como requisitos para entablar recursos por considerarlas un obstáculo para ello, de tal manera que la exigencia de consignaciones de alto monto, se traduce, en la práctica, en mecanismos que impiden el libre ejercicio de este derecho.


				


				2.- La ley Nº 15.231, sobre organización y atribuciones de los juzgados de policía local, señala en sus artículos 12 y 13 la competencia que corresponde a estos tribunales tanto en única como en primera instancia y atendiendo, además, a la calidad de abogado o no del juez.





				A su vez, el artículo 52 de esta ley señala las sanciones que podrán aplicar estos jueces cuando tienen la calidad de abogados, entre las que se encuentran la prisión, el comiso, la clausura, el retiro de vehículos, la suspensión de la licencia de conducir y multas hasta por cantidades determinadas que la misma ley indica. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en leyes especiales.





				Entre estas leyes especiales se encuentran:





				- la ley Nº 19.496, que establece normas sobre protección a los derechos de los consumidores y que permite en su artículo 24 aplicar multas de hasta 400 unidades tributarias mensuales;





				- la Ley de Bosques que en su artículo 25 da competencia a los juzgados de policía local para conocer de ciertas infracciones que sanciona con multas.


				





IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO Y SINTESIS DE SU CONTENIDO.





				La idea central del proyecto consiste, basándose en el principio de la doble instancia, en modificar el procedimiento ante los juzgados de policía local para apelar de las sentencias  que éstos dicten y que impusieren multas, de tal manera de:


				- rebajar la consignación previa a sólo el 20% del valor de la multa, y 





				- limitar el monto de ese 20% al equivalente de 100 unidades tributarias mensuales.





				Tal idea, la que es materia propia de ley en virtud del principio de la jerarquía de las normas de derecho y de lo establecido en la disposición sexta transitoria de la Constitución Política, el proyecto la concreta mediante un artículo único que introduce la modificación descrita.








DISCUSION DEL PROYECTO.





				a) Discusión en general.








				Al discutirse en general el proyecto, el Diputado señor Elgueta sostuvo su iniciativa argumentando que el principio de la revisión de un fallo condenatorio por un tribunal superior se encuentra establecido en tratados internacionales, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de los que nuestro país es parte y que, por lo mismo, en virtud de lo dispuesto en el artículo 5º de la Constitución Política, se encuentran incorporados a la legislación nacional y obligan al país.





				Añadió que el artículo 19 de la Constitución garantiza el derecho a la defensa jurídica y el sentenciamiento conforme a un debido proceso, además de que el Nº 26 de este mismo artículo señala que las limitaciones que la ley establezca al ejercicio de los derechos que la Carta Fundamental garantiza, no pueden afectar tales derechos en su esencia ni condicionar o imponer requisitos que impidan su libre ejercicio.





				Sobre la base de tal argumentación, estimó que la exigencia planteada por el artículo 33 de la ley Nº 18.287, en cuanto a la necesidad de consignar el total de la multa como requisito previo para apelar de una sentencia condenatoria, sería, incluso, inconstitucional por cuanto, en la práctica, haría imposible intentar el recurso dado lo cuantioso de las multas en materias tales como las regidas por la ley de protección al consumidor o la Ley de Bosques.





				El Diputado señor Coloma no concordó con la afirmación de que la norma en análisis fuera inconstitucional para los efectos de apoyar la iniciativa, sino que en la tendencia creciente a traspasar competencia a los juzgados de polícia local como forma de descongestionar la justicia, pero que, en todo caso, nunca ha estado en el espíritu que anima dicha tendencia, el establecer mecanismos que compliquen sobremanera la posibilidad de recurrir en contra de una sentencia condenatoria.





				Finalmente, el señor Luksic apoyó también la iniciativa pero previno ante el hecho de que la facilitación para la interposición del recurso de apelación, pudiera significar quitar rapidez a la justicia local.





				Cerrado finalmente el debate, se aprobó la idea de legislar por unanimidad.





				b) Discusión en particular.








				Tratándose de una disposición de artículo único, aprobada la idea de legislar, la Comisión procedió a aprobar, sin más trámites, el texto del proyecto.








CONSTANCIA.








				Para los efectos de lo establecido en los Nºs. 2º, 4º, 5º y 7º del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:





				1º Que la disposición única del proyecto no tiene rango propio de ley orgánica constitucional o de quórum calificado.





				2º Que dicha disposición no es de la competencia de la Comisión de Hacienda.





				3º Que el proyecto fue aprobado en general por unanimidad.





				4º Que no hubo artículos o indicaciones rechazados por la Comisión.








				*****








				Por las razones expuestas y por las que dará a conocer en su oportunidad el señor Diputado informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:








				PROYECTO DE LEY:








				Artículo único.- Substitúyese en el inciso primero del artículo 33 de la ley Nº 18.287, que establece procedimiento ante los juzgados de policía local, la frase “el valor de la multa” por la siguiente: “el 20% del valor de la multa con un máximo de 100 unidades tributarias mensuales,”.








				****











				Sala de la Comisión, a 15 de julio de 1997.








				Se designó Diputado informante al señor Sergio Elgueta Barrientos.



































				Aprobado en sesión de igual fecha con la asistencia de los señores Diputados Aldo Cornejo González (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Sergio Elgueta Barrientos, Rubén Gajardo Chacón, Aníbal Pérez Lobos, Zarko Luksic Sandoval, José Antonio Viera Gallo Quesney y Martita Wörner Tapia.











				EUGENIO FOSTER MORENO


                         Secretario
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